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suscripción del contrato, mientras que la protección de los servidores públicos de la Entidad 
en las fases de contención y mitigación de la pandemia exigen una respuesta ágil e inmediata 
por parte de la DIAN.

Que mediante la Resolución número 0028 del 26 de marzo del 2020 el Director de 
Impuestos y Aduanas Nacionales declaró la urgencia manifiesta para celebrar la contratación 
de bienes y servicios o la ejecución de obras en el inmediato futuro necesarios para prevenir, 
contener y mitigar los efectos de la Pandemia del Coronavirus COVID-19 por el término 
establecido en el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, esto es durante el término que 
durará la declaratoria de estado de emergencia económica, social y ecológica, es decir por 
el término de treinta (30) días contados a partir del 17 de marzo del 2020 y hasta el 17 de 
abril del 2020.

Que frente a la pandemia generada por el COVID 19 y aunque se han tomado las 
medidas para su mitigación, continua siendo una amenaza inminente e innegable que puede 
extenderse en el tiempo y crecer exponencialmente, mientras no se cuente con la respectiva 
vacuna y por lo tanto y aunque la DIAN haya declarado la Urgencia Manifiesta mediante la 
Resolución número 0028 del 26 de marzo de 2020 para celebrar la contratación de bienes 
y servicios para prevenir, contener y mitigar los efectos de la Pandemia del Coronavirus 
durante el estado de excepción, se hace necesario contar con las medidas adoptadas en 
la mencionada resolución emitida por el Director de Impuestos y Aduanas Nacionales en 
el sentido de declarar la urgencia manifiesta durante el estado de emergencia sanitaria en 
materia de contratación, esto es hasta el 30 de mayo del 2020 y el término en que esta se 
llegare a prorrogar, y no solo por el término que duro la declaratoria de estado de excepción, 
por tornarse necesarias para evitar la propagación del virus y salvaguardar la vida de los 
funcionarios que se encuentren prestando sus servicios en los puertos y en las instalaciones 
de la Entidad.

Que resulta imposible en este momento realizar un ejercicio de previsión detallada de 
las compras de bienes, elementos tecnológicos y servicios que han de efectuarse por parte 
de la Entidad para contar con los instrumentos que permitan evitar la propagación del virus 
y salvaguardar la vida de los funcionarios que se encuentren prestando sus servicios en los 
puertos y en las instalaciones de la Entidad, toda vez que no se cuenta con datos históricos 
que permitan identificar el comportamiento del virus; sin embargo, se deja claro que las 
adquisiciones que podrán realizarse como consecuencia de la presente resolución de la 
declaratoria de Urgencia únicamente cobijaran aquellas relacionadas con prevenir, contener 
y mitigar los efectos de la Pandemia del coronavirus COVID-19.

Que la conexidad entre los objetos del contrato, la justificación de la necesidad a la 
que en cumplimiento de sus competencias se enfrenta la UAE-DIAN, los valores que lo 
comprometan, el procedimiento de contratación que se emplearía ordinariamente para 
resolverlos o atenderlos y los tiempos de gestión que implicaría adelantar el procedimiento 
de contratación correspondiente, frente a la inmediatez que exige la satisfacción del interés 
general, y la situación de emergencia sanitaria generada por el COVID-19, ha de quedar 
expresamente consagrados en formato FT-FI-2617 para precisar e identificar la relación de 
los mismos y su naturaleza.

Que además de lo anterior, toda la contratación que se adelante en desarrollo de la 
presente Urgencia Manifiesta para las adquisiciones de bienes, obras y servicios requeridos 
para contener la expansión de la pandemia y mitigar los efectos del COVID-19, deberá 
atender los lineamientos impartidos por la Procuraduría General de la Nación mediante la 
Directiva número 16 del 22 de abril de 2020.

Que el artículo 42 de la Ley 80 de 1993 el Representante Legal de la DIAN es el 
competente para suscribir la presente resolución.

En mérito de lo expuesto, el Director General de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales:

RESUELVE:

Artículo 1º. Declarar la urgencia manifiesta en la DIAN para celebrar la contratación 
de bienes tales como insumos, elementos tecnológicos, elementos de protección personal, 
prestación de servicios o la ejecución de obras en el inmediato futuro, necesarios para 
cuidar el derecho fundamental a la vida de los funcionarios públicos de la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) y prevenir, contener y mitigar los efectos de la 
Pandemia del coronavirus COVID-19 en la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, 
de conformidad con la parte motiva de este acto administrativo durante la vigencia de la 
emergencia sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social mediante 
la Resolución número 0000385 del 12 de marzo de 2020.

Parágrafo 1°. La declaratoria de URGENCIA MANIFIESTA, será por el término 
establecido en la Resolución número 0000385 del 12 de marzo de 2020, esto es hasta el 30 
de mayo de 2020.

Parágrafo 2°. Se ratifican las competencias de ordenación de gasto delegadas en los 
artículos 1°, 2° y 3° de la Resolución número 005282 del 19 de julio de 2019, en el sentido 
de ampliar esta delegación para la celebración de los contratos, adiciones, prórrogas y la 
suscripción de todos los documentos que se requieran conforme a la Ley para la adquisición 
de los bienes, servicios y obras mencionadas en el artículo 1°, derivadas de la presente 
declaración de urgencia manifiesta.

Artículo 2º. Para la adquisición de bienes y servicios en el marco de la URGENCIA 
MANIFIESTA, cada área solicitante debe justificar en el formato FT-FI-2617 la necesidad, 
la inmediatez de la contratación, su conexidad y relación directa del bien o servicio con la 
protección la vida como derecho fundamental y prioritario de los funcionarios y contratistas 
de la UAE-DIAN, así como las personas con las cuales se deba tener contacto buscando 
siempre contener y mitigar los riesgos asociados al virus COVID-19.

Parágrafo 1°. Las áreas solicitantes en conjunto con la Coordinación de Contratos, 
deberán verificar previamente que los bienes y servicios que se pretendan contratar en 
desarrollo de la presente declaratoria de urgencia manifiesta, no se encuentren contemplados 
en los instrumentos de agregación de demanda administrados por la Agencia de Compras 
Públicas Colombia Compra Eficiente, ni son ofrecidos por grandes superficies, o las unidades 
ofertadas no son suficientes.

Artículo 3º. Ordenar a las áreas solicitantes de los procesos de contratación y las áreas 
que intervengan en la planeación contractual, que observen con estricta atención y cuidado 
la Circular número 06 del 19 de marzo de 2020 expedida por la Contraloría General de la 
República, la Directiva número 16 del 22 de abril de 2020 emitida por la Procuraduría General 
de la Nación y la Guía de Transparencia en la Contratación Estatal durante la pandemia de 
COVID-19 emitida la Agencia de Compras Públicas Colombia Compra Eficiente.

Artículo 4º. Ordenar realizar los trámites presupuestales requeridos para obtener los 
recursos necesarios para las adquisiciones de bienes, obras o servicios necesarios para 
conjurar el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica decretado para contener y 
mitigar la pandemia asociada al virus COVID-19.

Artículo 5°. Disponer que la Coordinación de Contratos, conforme y organice los 
expedientes respectivos, con copia de este acto administrativo, de los contratos originados en 
la presente URGENCIA MANIFIESTA, y demás antecedentes técnicos y administrativos y 
remitirlos al competente de conformidad con el artículo 43 de la Ley 80 de 1993. Igualmente 
Remitir el presente acto de declaratoria de la urgencia manifiesta al día siguiente al Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo o al Consejo de Estado según las reglas del CPACA.

Artículo 6°. La presente resolución rige a partir de su expedición y publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a 5 de mayo de 2020.

Publíquese y cúmplase.

El Director General UAE - DIAN,

José Andrés Romero Tarazona.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 000044 DE 2020

(mayo 5)
por medio de la cual se adoptan medidas para la importación de cemento a los departamentos 
de Amazonas y Guainía, de conformidad con lo establecido en el artículo 158 de la Ley 

2010 de 2019.
El Director General de la Unidad Administrativa Especial – Dirección de Impuestos y 

Aduanas Nacionales (DIAN), en uso de las facultades legales y en especial las dispuestas 
en el numeral 12 del artículo 6 del Decreto 4048 de 2008 modificado por el artículo 4° del 
Decreto 1321 de 2011, artículo 75 del Decreto 1165 de 2019, y

CONSIDERANDO:
Que el Congreso de la República expidió la Ley 2010 de 2019 “Por medio de la cual se 

adoptan normas para la promoción del crecimiento económico, el empleo, la inversión, el 
fortalecimiento de las finanzas públicas y la progresividad, equidad y eficiencia del sistema 
tributario, de acuerdo con los objetivos que sobre la materia impulsaron la Ley 1943 de 2018 
y se dictan otras disposiciones”.

Que el artículo 158 de la Ley 2010 de 2019, dispuso:
“Se autoriza la importación de cemento para los departamentos de Amazonas y 

Guainía, vía fluvial y terrestre. Única y exclusivamente por los lugares habilitados por la 
DIAN y para el consumo interno”.

Dado que el producto en mención se encuentra entre las sustancias y productos químicos 
controlados por el Consejo Nacional de Estupefacientes, la importación estará sujeta a lo 
dispuesto por el parágrafo 1º, artículo 2º de la Resolución 001 de 2015.
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El Gobierno nacional reglamentará los cupos habilitados, los lugares, términos y 
condiciones para la importación de cemento a los departamentos mencionados en el 
presente artículo”.

Que el Decreto 1165 de 2019 dicta disposiciones relativas al régimen de aduanas en 
desarrollo de la Ley 1609 de 2013 y acorde a lo estipulado en su artículo 75, permite la 
adopción de medidas de control para el ingreso de mercancías por lugares habilitados bajo 
control aduanero.

Que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3 y el numeral 8 del artículo 8 
de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, el proyecto de resolución se publicó en la página web de la Unidad 
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), durante los 
días 1° al 24 de abril de 2020.

RESUELVE:
Artículo 1°. Importación de cemento por los departamentos de Amazonas y Guainía. 

La importación de cemento, clasificable en la partida 25.23 del Arancel de Aduanas, 
podrá realizarse vía fluvial y terrestre por los departamentos de Amazonas y Guainía, 
exclusivamente por los puertos de Leticia e Inírida respectivamente, de acuerdo con el cupo, 
término de su otorgamiento y las condiciones de este, establecidas por la Subdirección de 
Control y Fiscalización de Sustancias Químicas y Estupefacientes del Ministerio de Justicia 
y del Derecho o quien haga sus veces.

El cemento así importado deberá ser destinado al consumo interno en estos departamentos.
Artículo 2°. Presentación de declaración anticipada. La importación de cemento estará 

sujeta a declaración de importación anticipada obligatoria, la cual deberá presentarse con 
una antelación no superior a quince (15) días calendario y no inferior a cinco (5) días 
calendario a la llegada de este.

De conformidad con el numeral 5 del artículo 177 del Decreto 1165 de 2019, para la 
presentación y aceptación de la declaración de importación se deberá disponer del Certificado 
de Carencia de Informes por Tráfico de Estupefacientes que autorice la importación del 
cemento, expedido de la Subdirección de Control y Fiscalización de Sustancias Químicas y 
Estupefacientes del Ministerio de Justicia y del Derecho, el cual se constituye en documento 
soporte y por lo tanto deberá conservarse por el tiempo que estipula el citado artículo.

Artículo 3°. Restricciones a las modalidades de tránsito aduanero y cabotaje. De 
conformidad con lo dispuesto en el artículo primero de la presente resolución y en 
concordancia con el inciso segundo del artículo 437 del Decreto 1165 de 2019, no podrán 
autorizarse tránsitos aduaneros ni operaciones de cabotaje para el cemento.

Artículo 4. Vigencia. La presente resolución rige a partir de los quince (15) días hábiles 
siguientes a su publicación en el Diario Oficial .

Dada en Bogotá, D. C., a 5 de mayo de 2020.
Publíquese y cúmplase.
El Director General,

José Andrés Romero Tarazona.
(C. F.).

Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento 
Básico

Resoluciones

RESOLUCIÓN CRA 918 DE 2020

(mayo 6)
por la cual se modifica la Resolución CRA 915 de 2020.

La Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, en ejercicio de 
sus facultades legales, en especial de las conferidas por la Ley 142 de 1994, los Decretos 
1524 de 1994, 2882 y 2883 de 2007, modificado por el Decreto 2412 de 2015, Decreto 
1077 de 2015, Decreto 417 de 2020, los Decretos Legislativos 528 y 580 de 2020, la 
Resolución CRA 475 de 2009, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 334 de la Constitución Política de Colombia consagra que la dirección 
general de la economía estará a cargo del Estado, el cual intervendrá por mandato de la 
ley entre otras actividades, en los servicios públicos y privados, para racionalizar la 
economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la 
distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación 
de un ambiente sano;

Que el artículo 365 ibídem prevé que los servicios públicos son inherentes a la finalidad 
social del Estado y que es deber del mismo asegurar su prestación eficiente a todos los 
habitantes del territorio nacional;

Que con fundamento en el mismo artículo constitucional, los servicios públicos 
domiciliarios estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, y señala que el Estado 
mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios;

Que el artículo 370 del ordenamiento constitucional, prevé que corresponde al Presidente 
de la República señalar, con sujeción a la ley, las políticas generales de administración y 
control de eficiencia de los servicios públicos domiciliarios;

Que el artículo 68 de la Ley 142 de 1994, establece que el señalamiento de esas políticas 
se podrá delegar en las Comisiones de Regulación;

Que en virtud de lo anterior, el Presidente de la República mediante Decreto 1524 de 
1994, delegó las funciones presidenciales de señalar políticas generales de administración 
y control de eficiencia en los servicios públicos domiciliarios, en las Comisiones de 
Regulación;

Que el artículo 2 de la Ley 142 de 1994 dispone que el Estado intervendrá en los servicios 
públicos, entre otros fines, para “(…) 2.2. Ampliación permanente de la cobertura mediante 
sistemas que compensen la insuficiencia de la capacidad de pago de los usuarios. 2.3. 
Atención prioritaria de las necesidades básicas insatisfechas en materia de agua potable y 
saneamiento básico. 2.4. Prestación continua e ininterrumpida, sin excepción alguna, salvo 
cuando existan razones de fuerza mayor o caso fortuito o de orden técnico o económico que 
así lo exijan. (…) 2.9. Establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de 
bajos ingresos de acuerdo con los preceptos de equidad y solidaridad.”;

Que el numeral 11.7 del artículo 11 de la Ley 142 de 1994, establece que, para cumplir 
con la función social de la propiedad, pública o privada, las entidades que presten servicios 
públicos tienen, entre otras, la siguiente obligación “(...) 11.7 Colaborar con las autoridades 
en casos de emergencia o de calamidad pública, para impedir perjuicios graves a los 
usuarios de servicios públicos”;

Que de conformidad con el artículo 73 de la Ley 142 de 1994 “Las comisiones de 
regulación tienen la función de regular los monopolios en la prestación de los servicios 
públicos, cuando la competencia no sea, de hecho, posible; y, en los demás casos, la de 
promover la competencia entre quienes presten servicios públicos, para que las operaciones 
de los monopolistas o de los competidores sean económicamente eficientes, no impliquen 
abuso de la posición dominante, y produzcan servicios de calidad. (...)”;

Que el numeral 73.21 del artículo 73 de la Ley 142 de 1994, establece que la Comisión 
de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA), está facultada para señalar, 
de acuerdo con la ley, criterios generales sobre abuso de posición dominante en los contratos 
de servicios públicos, y sobre la protección de los derechos de los usuarios en lo relativo a 
facturación, comercialización y demás asuntos relativos a la relación de la empresa con el 
usuario;

Que el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia dispone que la función 
administrativa está al servicio del interés general y el cumplimiento de sus objetivos se 
deben enmarcar, entre otros, dentro de los principios de eficiencia, igualdad y eficacia;

Que así mismo el artículo 3° de la Ley 1437 de 2011 dispone que las competencias 
legales de las autoridades públicas deben cumplirse con apego y rigor al principio de 
eficiencia, entendido este como el deber de actuar de forma idónea, a fin de cumplir con los 
deberes legales y constitucionales a su cargo;

Que uno de los principios que orientan la función administrativa es el interés general, 
entendido como el deber que tiene toda autoridad de ejercer las competencias a su cargo 
buscando la satisfacción del interés general;

Que al respecto del interés general, la Corte Constitucional1 ha sido reiterativa en 
afirmar que este principio debe ser comprendido como una herramienta útil para la procura 
de la garantía de los derechos constitucionales, indicando que “(…) De acuerdo con las 
consideraciones expuestas, resulta claro que las actuaciones del Estado y de sus agentes 
deben dirigirse, principalmente, a la realización del interés general y a la consecución 
de los fines del Estado Social de Derecho. Estos objetivos demarcan los principios de la 
función administrativa descritos, que se erigen en herramientas para el mejoramiento de 
la actividad, el cumplimiento de los objetivos estatales y la realización de los derechos y 
garantías constitucionales”.

Que en procura y concordancia con los principios constitucionales de la función 
administrativa de interés general, eficiencia y eficacia, la Comisión de Regulación de Agua 
Potable y Saneamiento Básico (CRA) debe orientar todas sus decisiones para garantizar 
la materialización real de los derechos de los suscriptores y/o usuarios y de las personas 
prestadoras de los servicios públicos domiciliarios;

Que el Decreto 528 de 2020 estipula la posibilidad que las personas prestadoras de los 
servicios públicos de acueducto, alcantarillado y/o aseo puedan diferir el pago de estos 
1	 Sentencia C-306 de 10 de julio de 2019. M. P. Gloria Stella Ortiz.


	Ministerio de Hacienda y Crédito Público
	RESOLUCIÓN NÚMERO 1081 DE 2020
	por la cual se efectúa una distribución en el Presupuesto de Gastos de Funcionamiento del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la vigencia fiscal de 2020.
	RESOLUCIÓN NÚMERO 1082 DE 2020
	Unidades Administrativas Especiales
	Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales
	RESOLUCIÓN NÚMERO 000044 de 2020
	por medio de la cual se adoptan medidas para la importación de cemento a los departamentos de Amazonas y Guainía, de conformidad con lo establecido en el artículo 158 de la Ley 2010 de 2019.


	Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico
	RESOLUCIÓN CRA 918 DE 2020
	por la cual se modifica la Resolución CRA 915 de 2020.








